En la Ciudad de Buenos Aires, Capital de la República Argentina, a los 10 días de noviembre de dos mil catorce, reunidos en Acuerdo los Señores Jueces de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, para conocer en los recursos de apelación interpuestos en los autos caratulados: "H., R. J. Y OTROS C/ T. R. SRL Y OTROS S/ DAÑOS Y PERJUICIOS", respecto de la sentencia de fs. 607/627, el Tribunal estableció la siguiente cuestión a resolver: 

¿ES JUSTA LA SENTENCIA APELADA? 

Practicado el sorteo resultó que la votación debía realizarse en el siguiente orden: Señores Jueces de Cámara Doctores CARLOS CARRANZA CASARES - CARLOS ALFREDO BELLUCCI - BEATRIZ AREÁN.- 

A la cuestión planteada el Señor Juez de Cámara Doctor Carranza Casares dijo: 

I.- El 17 de febrero de 2008, cerca de las 21:40 mientras M. S. H. caminaba, junto a su madre y su hermanas, por la vereda la calle San Benito cerca de su intersección con la calle Abramo de la localidad de Merlo, provincia de Buenos Aires, fue impactada en la cabeza por un poste para sostener cables de T. P. del O. S. A. derribado al ser enganchados esos cables por el camión Fiat Iveco con semirremolque Gomatro conducido por J. C. B. y de propiedad de R. R. R. y T. R. S.R.L. 

La niña murió a raíz de ello al día siguiente y sus padres R. J. H. y Y. M. G. y su abuela E. D., promovieron el presente juicio en el que la sentencia de fs. 607/627 condenó en forma concurrente a J. C B., R. R. R., T. R. S.R.L., su citada F. P. S. S.A., T. P. del O. S. A. y su aseguradora L. M. C. A. de Seguros S.A., a pagar al primero de los aludidos actores $194.000, a la segunda $229.200 y a la última $74.600 todo ello con intereses y costas. 

Añadió que al solo efecto de la relación interna entre los co-obligados, la responsabilidad por el riesgo creado por el camión con acoplado era del ochenta por ciento y la emergente por el deficiente estado del poste del veinte por ciento restante. 

II.- Tanto los demandantes como la empresa de televisión y las compañías de seguros apelaron el fallo. 

Los primeros en su memorial de fs. 671/676 vta., cuyo traslado fue respondido a fs. 698/701, aspiran al incremento de lo establecido en concepto de valor vida, daño psicológico y daño moral y a la modificación de la tasa de interés. 

F. P. S. S. A., al fundar su recurso a fs. 678/686 vta., respondido a fs. 704/705, objetan la responsabilidad atribuida y la condena concurrente. 

La empresa de televisión y su aseguradora en la expresión de agravios de fs. 687/691 vta., replicada a fs. 704/705 y 707/709, también cuestionan la responsabilidad que se les ha asignado. 

III.-Como lo ha indicado la Corte Suprema, cuando la víctima ha sufrido daños que imputa al riesgo o vicio de la cosa, a ella incumbe demostrar la existencia de tales riesgo o vicio y la relación de causalidad entre uno y otro y el perjuicio; esto es, el damnificado debe probar que la cosa jugó un papel causal, acreditando -cuando se trata de cosas inertes- la posición o el comportamiento anormales de la cosa o su vicio, pues en el contexto del segundo párrafo, última parte, del art. 1113 del Código Civil, son tales circunstancias las que dan origen a la responsabilidad del dueño o guardián, quien podrá eximirse total o parcialmente de dicha responsabilidad acreditando la culpa de la víctima o de un tercero por quien no debe responder (Fallos: 314:1505; C.N.Civ., esta sala, L.450.797, del 13/3/07; L. 582.399, del 12/6/12 y L. 594.279, del 21/5/12). 

Gracias a las numerosas declaraciones testificales tomadas en la causa penal (fs. 16, 50, 51, 52, 53, 54, 55, 56), está suficientemente probado que el luctuoso suceso ocurrió en la fecha y lugar indicados cuando el semirremolque del camión Fiat enganchó a su paso los cables de la empresa de telefonía demandada y al tensarlos acabó derribando los postes que los sostenían. 

Cables, poste y camión son las cosas que han protagonizado el trágico accidente. De lo que se trata de es de examinar la relevancia jurídica de su intervención. 

Según informa la Secretaría de Obras Públicas de la Municipalidad de Merlo, de acuerdo con la ordenanza 891/95, la altura mínima entre los cables a instalar y el nivel de la vereda era de 5 metros y de 5,5 metros sobre el nivel de la calzada "tomadas las flechas máximas en días cálidos de verano" (fs. 169/170). 

Contrariamente a lo que postula la sentencia, considero que estas cifras mínimas no pueden ser reducidas por la catenaria (curva formada por la suspensión de los cables). El texto es claro al respecto y el agregado que señala en qué circunstancias ha de tomarse la medida indicada que aun en entonces (días cálidos de verano) la altura no puede ser inferior a la señalada. Si la intención del legislador hubiera sido tomar en cuenta esa curva, lo hubiera expresado así y hubiera previsto la altura mínina de la catenaria. De lo contrario quedaría desnaturalizado el sistema de seguridad que este tipo de disposiciones establece. 

A fs. 37vta.del proceso seguido por homicidio culposo se dejó constancia que la altura del semirremolque era de 4,05 metros. 

No resulta difícil inferir entonces que si los cables hubieran estado ubicados -correctamente- a no menos de 5,5 metros sobre la calzada, el rodado hubiera debido elevarse al menos 1,45 metros para alcanzarlos. 

Como tal salto del transporte pesado resulta inverosímil, no cabe sino concluir que el cableado se hallaba por debajo del nivel reglamentario y esta circunstancia lo tornaba evidentemente una cosa riesgosa. 

Además, el poste que se partió en su base y cayó sobre la niña -cuyo dominio o guarda en cabeza de la empresa de televisión no discute en el memorial- estaba en un deficiente estado de conservación (fs. 12 y 80/81 del expediente criminal), lo que "produjo su colapso prematuro y ello pudo contribuir a las consecuencias posteriores", según ha manifestado el perito ingeniero (fs. 532vta.). 

Lo precedentemente dicho basta para verificar la responsabilidad de la aludida firma. 

Ahora bien, estimo que no puede soslayarse que el camión circulaba por la calle de tierra donde ocurrió el infortunio a elevada velocidad, de acuerdo con las declaraciones de fs. 51vta., 53 y 55 vta. de la tan citada causa penal y tampoco que las personas que presenciaron como había enganchado los mencionados cables -algunas de las cuales fueron interrogadas después como testigos- comenzaron a gritarle, sin éxito, que detuviese el camión (fs. 53vta y 55vta.). 

Si un automóvil o una moto en movimiento se reputa una cosa riesgosa, cuánto más un camión de 4.500 kilos (fs. 526) con un semirremolque de 4.05 metros de altura que se desplaza por una calle de tierra de un barrio del conurbano bonaerense a elevada velocidad. 

La construcción jurídica que emerge de los arts. 901 y ss.del Código Civil, permite establecer que para determinar la causa de un daño, es necesario formular un juicio de probabilidad, o sea considerar si tal acción u omisión del presunto responsable era idónea para producir regular o normalmente un cierto resultado. Ese juicio de probabilidad que deberá hacerlo el juez, lo será en función de lo que un hombre de mentalidad normal, juzgada ella en abstracto, hubiese podido prever como resultado de su acto (cf. Bustamante Alsina, Jorge, "La relación de causalidad y la antijuricidad en la responsabilidad extracontractual", La Ley 1996-D. 23). 

Es así que, para determinar la causa de un daño, se debe hacer ex post facto un juicio de adecuación o cálculo de probabilidad a la luz de los hechos de la causa, habrá que preguntarse si la acción u omisión del presunto agente -en abstracto y prescindiendo de sus condiciones particulares-, era por si misma apta para ocasionar el daño según el curso ordinario de las cosas. Si se contesta afirmativamente de acuerdo con la experiencia diaria de la vida, se declarará que la acción u omisión era adecuada para producir el daño, el que será entonces imputable objetivamente al agente. Si se contesta que no, faltará relación causal, aunque considerando el caso en concreto tenga que admitirse que dicha conducta fue también una condictio sine qua non del daño, pues de haber faltado este último no se habría producido o al menos no en esa manera (cf. López Mesa, Marcelo J., "El mito de la causalidad adecuada", La Ley 2008-B, 861). 

Si un observador neutral hubiera visualizado los cables colgando de los postes sin mantenimiento por debajo de la altura reglamentaria y -lo que es más- de la del semirremolque, y al camión con ese semirremolque de más de cuatro metros de altura desplazándose a elevada velocidad y sin atender a los gritos de advertencia de los vecinos, percibiría la seria probabilidad de un accidente.Tal observador consideraría que se hallaba ante una tragedia anunciada, desde que era la consecuencia esperable según el orden natural y ordinario de las cosas. Y esta, es la idea de causalidad adecuada -que entraña la noción de previsibilidad- consagrada en nuestro derecho. 

El daño, en el caso, resulta así de la interferencia o conexión de dos cadenas causales distintas originadas en el riesgo o vicio de dos cosas diferentes. Se ha producido entonces lo que se denomina "concurrencia de causas" o "concausación". En tal hipótesis, la responsabilidad objetiva no desaparece, pero se atenúa al circunscribirse a los límites en que el riesgo o vicio realmente contribuyó o pudo contribuir a la producción del evento dañoso, dentro de los cuales, únicamente, le corresponderá indemnizar al dueño o guardián de la cosa (cf. Brebbia, Problemática jurídica de los automotores, t. I, p. 262, n??9; Areán, Beatriz, Juicio por accidentes de tránsito, Ed. Hammurabi, Buenos Aires, 2006, t. 2, p. 853). 

Por lo expresado, al no encontrar motivos para asignar mayor incidencia causal a alguno de los factores examinados en detrimento del otro, considero que corresponde atribuir por partes iguales la responsabilidad en el hecho a los responsables del transporte y la del cableado callejero. 

Cabe aclarar que las consagradas en el caso se trata de obligaciones concurrentes -también denominadas in solidum- que se caracterizan por la existencia de un solo acreedor, un mismo objeto, pero distintas causas con relación a cada uno de los deudores y que en esta situación, las responsabilidades consideradas les corresponden a cada uno de los codemandados sin perjuicio de que ulteriormente puedan ejercer las acciones de regreso destinadas a obtener la contribución de cada uno en la obligación solventada (Fallos: 329:1881 ; 325:1585 ; 324:1535  y 2972; 323:3564 ; 320:536 ; 317:1615 y 312:2481 y CNCiv., esta sala en L.621.677 del 23/6/14). 

IV.- Tratada la cuestión de la responsabilidad corresponde me aboque a los restantes agravios. 

a. Al respecto tiene dicho la Corte que la vida humana no tiene valor económico por sí, sino en consideración a lo que produce o puede producir. No es dable evitar una honda turbación espiritual cuando se habla de tasar económicamente una vida humana, reducirla a valores crematísticos, hacer la imposible conmutación de lo inconmutable. Pero la supresión de una vida, aparte del desgarramiento del mundo afectivo que produce, ocasiona indudables efectos de orden patrimonial como proyección secundaria de aquel hecho trascendental, y lo que se mide en signos económicos no es la vida misma que ha cesado, sino las consecuencias que sobre otros patrimonios acarrea la brusca interrupción de una actividad creadora, productora de bienes. En ese orden de ideas, lo que se llama elípticamente la valoración de una vida humana no es otra cosa que la medición de la cuantía del perjuicio que sufren aquellos que eran destinatarios de todo o parte de los bienes económicos que la víctima producía, desde el instante en que esta fuente de ingresos se extingue (cf. Fallos: 316:912; 317:728, 1006 y 1921; 318:2002 ; 320:536; 322:1393 ; 323:3614 ; 324:1253  y 2972; 325:1156 ; 326:1299 ). 

No obstante lo expuesto, para fijar la indemnización por el denominado valor vida no han de aplicarse fórmulas matemáticas, sino que es menester computar las circunstancias particulares de la víctima y de los damnificados: edad, grado de parentesco, profesión, ingresos, posición económica y social, expectativa de vida, etc. (cf. Fallos:310:2103; 317:1006; 324:2972 ; 325:1277 ). 

Es oportuno recordar que el valor de la vida humana no debe ser apreciado con criterios exclusivamente económicos, sino mediante una comprensión integral de los valores materiales y espirituales pues el valor vital de los hombres no se agota con la sola consideración de aquellos criterios (cf. Fallos: 326:4768  y sus citas). 

Sin perjuicio del presumible tiempo en que ella hubiera estado a cargo de sus progenitores debido a su edad y que todo perjudicado tiene derecho a obtener una reparación del daño sufrido, al tratarse de la muerte de una niña de corta edad -que no era sostén de sus padres sino, en lo patrimonial, carga- la reclamación debe acogerse en cuanto al perjuicio patrimonial que se concreta en la pérdida de las esperanzas, a que los progenitores tenían legítimo interés, de que esa niña algún día pudiera prestarles auxilio o ayuda personal y económica (cf. Fallos: 326:1299). 

En casos como el del sub examine es dable admitir la frustración de una posibilidad de futura ayuda y sostén para los progenitores, expectativa legítima de acuerdo con lo dispuesto por el art. 367 del Código Civil, y verosímil según el curso ordinario de las cosas (cf. Fallos: 303:820; 308:1160, considerando 4°; 322:1393 ; 326:1299 y constancias del incidente de beneficio de litigar sin gastos); sin perjuicio de considerar también que en algún momento habría de constituir su propia familia la que, obviamente, estaría destinada a ocupar el primer lugar en la asignación de sus recursos. 

Más allá de lo previsto en los arts. 1084 y 1085 del Código Civil, a la luz de lo dispuesto por el art. 1079 del Código Civil (cf. Kemelmajer de Carlucci en Belluscio-Zannoni, Código Civil, Ed.Astrea, Buenos Aires 1994, T.5, pág 565 y ss.), advierto que la niña fallecida contaba con cuatro años de edad; su madre, de 36, vivía en unión de hecho con su padre; ella trabajaba como empleada doméstica y él como albañil; tenían otros tres hijos y estaban domiciliados en Libertad, partido de Merlo, provincia de Buenos Aires (fs. 1, 2, 4, 5, 6, 10/11, 12/13, 14, 59, 61, 63, 65 y 66 del incidente de beneficio de litigar sin gastos y fs. 362, 384 y 407 de esta causa). 

Bajo tales premisas, después de haber examinado la base del sistema de cuantificación de daños de esta cámara, y tomando en consideración el modo de resarcir que surge de lo expresado en el apartado V de la presente, postulo incrementar lo acordado a un total de $ 70.000 para cada uno de los progenitores 

b. Si bien es cierto que el daño psíquico carece de autonomía como partida indemnizatoria (cf. Fallos: 326:847 ; C.N.Civ., esta sala, L. 479.061, del 8/6/07, entre muchos otros), ello no obsta a que los perjuicios de esta índole puedan ser considerados como elementos vinculados al daño moral o como un aspecto de la incapacidad o justificantes de atención terapéutica, como lo hace la sentencia (cf. C.N.Civ., esta sala, L. 472.907, del 16/8/07). 

Tal como lo ha expresado la Corte Suprema de Justicia de la Nación en múltiples oportunidades, cuando la víctima resulta disminuida en sus aptitudes físicas o psíquicas de manera permanente, esta incapacidad deber ser objeto de reparación al margen de que se desempeñe o no una actividad productiva pues la integridad física tiene en sí misma un valor indemnizable y su lesión afecta diversos aspectos de la personalidad que hacen al ámbito doméstico, social, cultural y deportivo con la consiguiente frustración del desarrollo pleno de la vida (cf. Fallos: 308:1109; 312:752, 2412; 315: 2834; 316:2774; 318:1715 ; 320: 1361 ; 321:1124 ; 322:1792 , 2002 y 2658; 325:1156; 326:874). 

Respecto de Y. M. G.: 

La experta señaló que padecía una marcada depresión por la frustración experimentada por la muerte de su hija; trastorno del sueño; sentimiento de inseguridad, miserabilidad e inferioridad; miedo en relación a los contactos interpersonales; pérdida de interés por el mundo circundante; crisis de angustia; aislamiento progresivo; disminución de la comunicación; interferencia en los vínculos por la depresión; hiperestesia; miedo; stress postraumático e indicadores de ideación suicida que los puede llevar a cabo de no mediar terapia (fs. 399). 

Destacó que lo expuesto confirmaba que a causa del trauma ha experimentado el llamado daño psicológico pudiendo arribar al diagnóstico de crisis de angustia, depresión reactiva y stress postraumático (fs. 400), lo que generaba una incapacidad parcial y permanente del 27% (fs. 436 y 439). 

En cuanto a R. J. H.: 

La perito informó que mostraba marcada depresión reactiva por la frustración experimentada por el fallecimientote su hija, sentimientos de desvalorización de sí mismo, ideas de inseguridad, miedo a la muerte y en relación a los contactos interpersonales, pérdida de interés por el mundo que lo rodea, aislamiento progresivo incluso de su familia, hipertimia displacentera orientada hacia el polo del dolor, miedo, presencia de fatigabilidad que entorpece su vida de relación, stress postraumático con tendencia a crónico (fs. 421). 

Concluyó señalando que el evento imprevisible le provocó determinadas perturbaciones en su aspecto psíquico y lesionó su personalidad arribando al diagnóstico de stress postraumático crónico, depresión reactiva por frustración por la muerte de su hija y neurosis mixta (fs. 423), con una incapacidad total y permanente del 15%. 

En lo referente a E.D.: 

La especialista indicó que presentaba constelación depresiva reactiva sin antecedentes previos al deceso de su nieta, constelación neurótica mixta, estallidos de ansiedad bruscos y sorpresivos, creciente irritabilidad, inquietud en relación de frustración a partir del citado trauma, trastornos del sueño, sentimientos de inseguridad, incomprensión, disminución del deseo, angustia y crisis de angustia y trastornos funcionales, comunicación y vínculos familiares interferidos por la depresión del grupo familiar (fs. 378). 

Añadió que a causa del hecho fatídico el llamado daño psíquico le había provocado diferentes perturbaciones reactivas que se manifestaban a nivel clínico y que afectaban su personalidad, además de las diferentes área (afectiva, volutiva, ideativa y recreativa) infiriendo como diagnóstico stress postraumático, depresión reactiva, crisis de angustia y neurosis mixta, que le aparejaba una incapacidad parcial y permanente del 8 % (fs. 437 y 439). 

La eficacia probatoria del dictamen ha de estimarse de conformidad con las reglas de la sana crítica (art. 386 del Código Procesal), teniendo en cuenta la competencia del perito, los principios científicos o técnicos en que se funda, las observaciones formuladas y los demás elementos de convicción que la causa ofrezca (art. 477 del citado cuerpo legal). 

A pesar de que en nuestro sistema el peritaje no reviste el carácter de prueba legal, si el experto es una persona especialmente calificada por su saber específico y se desempeña como auxiliar judicial distinto de las partes, la prudencia aconseja aceptar los resultados a los que haya llegado, en tanto no adolezca de errores manifiestos, o no resulte contrariado por otra probanza de igual o parejo tenor (Fallos: 331:2109 ). 

Aun cuando las conclusiones del dictamen pericial no obligan a los jueces en la ponderación de la prueba, para prescindir de ellas se requiere, cuanto menos, que se les opongan otros elementos no menos convincentes (Fallos: 321:2118 ). Si no se observan razones que desmerezcan sus asertos, corresponde asignarle su ficiente valor probatorio (Fallos:329:5157 ), que es lo que ocurre en el caso ya que las objeciones formuladas a la peritación psicológica han sido suficientemente respondidas por la experta a fs. 495/497, sin que en esta instancia la impugnante se hubiera hecho cargo de tal contestación. 

Para establecer el monto que debe resarcirse por este concepto, ha de tenerse en cuenta las condiciones personales de la víctima, así como las familiares y socioeconómicas, sin que los grados de incapacidad comprobados científicamente por los peritos traduzcan, matemáticamente, una cierta cuantía indemnizatoria. Solo constituyen un parámetro de aproximación económica que debe ser conjugado con las múltiples circunstancias vitales que contribuyen a definir razonablemente el monto de la reparación (cf. C.N.Civ., esta sala L. 465.066, del 13/2/07; íd. L. 558.401, del 16/5/11, entre muchos otros; ver asimismo Fallos: 320:1361; 325:1156). 

Sobre la base de la precedentemente expuesto habida cuenta las condiciones personales de los padres ya reseñadas y a la de la abuela, de 65 años, viuda, ama de casa, domiciliada junto con los otros dos actores, y el modo de resarcir que surge de lo expresado en el apartado V, postulo aumentar lo acordado a un total de $ 60.000 para la madre, $ 45.000 para el padre y $ 20.00 para la abuela. 

c. La reparación del daño moral -prevista en el art. 522 del Código Civil- está dirigida a compensar los padecimientos, molestias e inseguridades, únicamente desde el plano espiritual, para mostrar en qué medida ha quedado afectada la personalidad y el sentimiento de autovaloración. 

Para estimar pecuniariamente la reparación del daño moral falta toda unidad de medida, pues los bienes espirituales no son mensurables en dinero. Sin embargo, al reconocerse una indemnización por este concepto, no se pone un precio al dolor o a los sentimientos, sino que se trata de suministrar una compensación a quienes han sido injustamente heridos en sus afecciones íntimas.Si la indemnización en metálico no puede por sí restablecer el equilibrio perturbado del bienestar de la víctima, puede sin embargo, procurarle la adquisición de otros bienes que, de alguna manera, mitiguen el daño (cf., C.N.Civ., esta sala L. 465.066, del 13/2/07). 

Este tribunal ha recordado que la determinación de este daño no se halla sujeta a parámetros objetivos, pues las aflicciones se producen en el ámbito espiritual de la víctima, por lo que su valoración debe efectuarse según la cautelosa discrecionalidad del juzgador ceñido a considerar la situación personal de aquélla (cf. arts. 163, inc. 5º, 165, 386, 456, 477 y cc. del Código Procesal; arts. 1078, 1083 y cc. del Código Civil; C.N.Civ., esta sala, L. 488.078, del 6/11/07 y sus citas). 

Desde esta perspectiva, no resulta difícil inferir el intenso sufrimiento actual y también futuro y cierto que genera en los padres y para la abuela la muerte de su hija y nieta a la temprana edad de cuatro años. Es evidente e inevitable el padecimiento que produce la pérdida de uno de los seres más queridos, dolor al que no es necesario que me refiera (cf. C.N.Civ., esta sala, L. 340.143, del 17/9/07). La experiencia así lo indica y el peritaje psicológico de fs. 357/442 lo pone de manifiesto. 

Por todo lo dicho, sin dejar de advertir la dificultosa valoración de esta partida bajo tales premisas, reparando en las condiciones personales y sociales ya mencionadas y en el modo de reparar que surge de expresado en el apartado V, estimo prudente incrementar lo acordado a $ 150.000 para cada uno de los progenitores y $ 70.000 para la abuela. 

V.- En lo que atañe a la tasa de interés, habida cuenta lo expresado por esta sala en L. 170.074, del 21/6/95, con voto preopinante del Dr. Bellucci, y lo sostenido por la Dra.Areán y quien habla en nuestro voto en el fallo plenario "Samudio de Martínez, Ladislaa c/ Transportes Doscientos Setenta S.A. s/ daños y perjuicios" , en cuanto a que la salvedad prevista en la respuesta al cuarto interrogante del mentado acuerdo resulta aplicable si el monto de la sentencia se determina a valores al tiempo de su dictado (fs. 626vta.), de manera tal que, en el período transcurrido desde la mora hasta ese momento, se produjese una superposición con el componente de la tasa que contempla la pérdida del valor adquisitivo de la moneda, no cabe sino desestimar los agravios de la demandante. 

VI.- En mérito de lo expuesto, después de haber examinado las argumentaciones y pruebas conducentes, propongo al acuerdo modificar el pronunciamiento para establecer que corresponde condenar concurrentemente a ambos demandados por parte iguales y para establecer en concepto del llamado valor vida $ 70.000 para cada uno de los progenitores, por incapacidad $ 60.000 a la madre, $ 45.000 al padre y $ 20.000 a la abuela, por daño moral $ 150.000 para cada uno de los padres y $ 70.000 para la abuela, y confirmarlo en todo lo demás que decidió y fue objeto de agravios no atendidos, con costas de alzada a la parte demandadas vencidas (art. 68 del Código Procesal). 

Los Señores Jueces de Cámara Doctores Carlos Alfredo Bellucci y Beatriz Areán votaron en el mismo sentido por razones análogas a las expresadas en su voto por el Doctor Carranza Casares. Con lo que terminó el acto. 

Buenos Aires, 10 de noviembre de 2014.- 

Y VISTOS: 

Por lo que resulta de la votación de que instruye el acuerdo que antecede, SE RESUEVE:I.- Modificar el pronunciamiento para establecer que corresponde condenar concurrentemente a ambos demandados por parte iguales y para establecer en concepto del llamado valor vida $ 70.000 para cada uno de los progenitores, por incapacidad $ 60.000 a la madre, $ 45.000 al padre y $ 20.000 a la abuela, por daño moral $ 150.000 para cada uno de los padres y $ 70.000 para la abuela, y confirmarlo en todo lo demás que decidió y fue objeto de agravios no atendidos, con costas de alzada a la parte demandadas. II.- Devueltas que sean las actuaciones se proveerá lo pertinente a fin de lograr el ingreso de la tasa judicial (arts. 13 y conc. de la ley 23.898). III.- Los honorarios se fijarán una vez establecidos los de la instancia de grado. Se deja constancia de que la publicación de esta sentencia se encuentra sujeta a lo establecido por el art. 164, segundo párrafo, del Código Procesal. Infórmese a la Dirección de Comunicación Pública dependiente de la CSJN. (conf. art 4°Acordada 15/13 C.S.J.N). Regístrese, notifíquese por cédula por Secretaría en el caso que corresponda y al domicilio electrónico denunciado, conforme lo dispone la ley 26.685 y acordadas 31/11 y 38/13 de la CSJN, oportunamente cúmplase con la acordada 24/13 de la Corte Suprema de la Nación. 

CARLOS A. CARRANZA CASARES 

CARLOS A. BELLUCCI 

BEATRIZ AREAN 

Por ante mi

